» LEGISLACION Y .
NORMATIVIDAD DE INTERES

El Fondo Nacional de Vivienda reliquidé los
cupos de recursos distribuidos en el progra-
ma de las 100 mil viviendas gratis para asig-
nacién de subsidios familiares de vivienc?a
en especie. Resolucién 0880 de 2013. Fondo Na-
cional de Vivienda. “Por la cual se reliquidan los cupos
de recursos distribuidos en el marco ge/ Programa de
Vivienda Gratuita para la asignacién de sugsidios fa-
miliares de vivien£ en especie.”.

Foto: www.portafolio.co

En virtud de lo dispuesto en la Resolucion 0640 de
2013, Fonvivienda, procedié a realizar la liquidacién
de saldos de cupos de recursos objeto de redistribucién
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requisitos para la declaratoria de caducida
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2013. Consejo de Estado.
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para la conformacién de la bolsa nacional, obteniendo como resultado
1255 cupos de recursos, por lo que el cupo de recursos que corresponde
a cada departamento a 28 de octubre de 2013 es la siguiente:

TOTAL CUPOS
DEPARTAMENTO DEPARTAMENTOS

AMAZONAS 200
ANTIOQUIA 13.919
ARAUCA 632

ATLANTICO 9.237
BOGOTA, D.C. 4.837
BOLIVAR 3.916
BOYACA 2012
CALDAS 2.247
CAQUETA 1.010
CASANARE 160

CAUCA 2.765

CESAR 3.880
CHOCO 1.800
CORDOBA 6.070
CUNDINAMARCA 4.257
GUAINIA 200

GUAVIARE 182

HUILA 2.084
LA GUAJIRA 2.954
MAGDALENA 5.553
META 1.698
NARINO 4.344
NORTE DE SANTANDER 4.294
PUTUMAYO 692

QUINDIO 463

RISARALDA 2.170
SAN ANDRES, PROVIDENCIA Y SANTA CATALINA -
SANTANDER 4.046
SUCRE 4.068
TOLIMA 2.105
VALLE DEL CAUCA 6.750
VAUPES -
VICHADA 200

TOTAL GENERAL 98.745

La Resolucion de FONVIVIENDA establece que a fecha 28 de octubre de 2013 el porcentaje de
cupos de recursos asignados a municipios categorias 4, 5y 6 es de 32.285 correspondiente al
32.2% del total de cupos.
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Se emite documento CONPES declarando la importancia es-

tratégica de los proyectos del sector de agua potable y sa-

neamiento basico a nivel nacional. Documento CONPES 3780

de 2013. Consejo Nacional de Politica Econémica y Social. “Importancia

estratégica de los proyectos “apoyo financiero para el desarrollo de las politi-

cas estratégicas del sector de agua potable y saneamiento bésico a nivel nacional”

y “apoyo financiero acueducto regional costanero Dpto Cérdoba contrato plan Atrato Gran Darién
Canalete, Cérdoba, Caribe”.

El documento CONPES se sometié a consi-
deracién del Consejo Nacional de Politica
Econémica y Social, para dar continuidad
a lo definido por la Ley 819 de 2003 y el
Decreto 4730 de 2005 frente a las politi-
cas estratégicas del sector de agua potable
y saneamiento bdsico y garantizar la pro-
vision de agua potable para los municipios
de Canalete, Los CérdoEas y Puerto Escon-
dido en Cérdoba.Dando cumplimiento a
lo establecido en el Plan Nacional de De-
sarrollo 2010 - 2014, que definié la im-
portancia de la urbanizacién en Colombia
y el aporte de éste al crecimiento econémi-
co de las ciudades y los impactos sociales
positivos que se generan alrededor de la
vivienda, como la provisién de agua pota-
ble y saneamiento basico.

Foto: noticierosalta.com.ar

El Gobierno Nacional definié las politicas estratégicas para la financiacién de los [aroyec’ros de

inversién para el abastecimiento de agua y manejo de aguas residuales en zonas rurales, asi como
para la construccién de conexiones intradomiciliarias que permitan mejorar las condiciones del
servicio de agua a nivel nacional, para cumplir las metas del PND y de los Objetivos del Milenio
de la ONU.

Lla Ley 1450 de 2011 establecié los Contratos Plan como el instrumento para manejar la planea-
cién en el desarrollo territorial, siendo los mecanismos contentivos de la voluntad de los entidades
del gobierno para la coordinacién interinstitucional e intergubernamental con los diferentes entes te-
rritoriales. En virtud de lo anterior, los departamentos de Chocé, Antioquia y Cérdoba, y el Director
del DNP, firmaron el “Contrato Plan de Atrato Gran Darién - Acuerdo Estratégico para el Desarrollo
del Territorio del Atrato Gran Darién”. Dicho contrato incluyé un capitulo ge vivienda y servicios
pUblicos donde se definié una cifra de $144.215 millones de pesos para el apoyo financiero del
acueducto regional costanero Dpto Cérdoba.

En la Gran Encuesta Integrada de Hogares del DANE del afio 2012, Colombia cuenta con una
cobertura de servicio de acueducto del 97% de la poblacién en zona urbana, mientras que la
cobertura de la zona rural es del 73.8%, donde se evidencié que los principales retos de esta se
encuentran en la Regién Caribe y Pacifica para los servicios de acueducto y or::cntorillodo en zonas
urbanas y rurales.
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Los Proyectos de inversién que adelantaré el Ministerio de Vivienda, Ciu-
dad y Territorio, segin lo sefialado en el CONPES, consisten en dar
apoyo financiero para el desarrollo de politicas estratégicas del sector
de agua potable y saneamiento basico a nivel naciono? por medio de
ejecucion de proyectos estratégicos de infraestructura del sector de agua y
saneamiento basico en los municipios donde histéricamente se han presentando
altos indices de pobreza y bajos niveles de cobertura.

De igual manera se desarrollaré el programa de conexiones intradomiciliarias de acueducto y
alcantarillado, para proveer de una conexién efectiva a las redes de agua y alcantarillado, a las
familias mas necesitadas del pais y que no cuentan con los recursos suficientes para financiar con
sus recursos las redes internas de las viviendas donde habitan.

Otro punto importante en el desarrollo de las actividades planteadas en el CONPES, es el de la
ejecucion de programas de abastecimiento de Agua y Manejo de aguas residuales en zonas ru-
rales, ya que se requiere de implementacién de tecnologias apropiadas para el manejo, asi como
de esquemas sostenibles en la prestacion de los servicios y organizacién de autoridades para el
manejo de las mismas.

Por Gltimo, se fija la posibilidad de dar apoyo financiero al acueducto regional Costanero Dpto.
Cérdoba Contrato Plan Atrato Gran Darién Canalete, Cérdoba, Caribe”, ya que este proyecto se
erige como el que podré atender la demanda de un gran sector en la regién Caribe que no cuenta
con oferta hidrica de calidad.

» JURISPRUDENCIA Y DOCTRINA

Superintendencia de Industria y Comercio emite concepto sobre el control y vigi-
lancia cglue se ejerce sobre la actividad de la construccién en Colombia. Concepto

127867 de 2013. Superintendencia de Industria y Comercio.
La SIC expuso que las normas contenidas
en el Estatuto del Consumidor, aplican a las
relaciones de consumo y a la responsabili-
dad de productores y proveedores frente al
consumidor final, en todos los sectores de
la economia, donde no exista regulacion es-
pecial y suplementaria, por lo que el Estatuto
del Consumidor es supletivo y solo aplica en
los eventos donde no exista una regulacién
especial. La Superintendencia de Industria y
Comercio, segin lo dispuesto en el Decreto
4886 de 2011, velara por la observancia
de las disposiciones de proteccién al con-
sumidor, dando tramite a las reclamaciones
o quejas que se le presenten cuando dicha
competencia no haya sido atribuida a otra

autoridad.
>>
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El Decreto 4886 de 1992 que modificé la estructura de la SIC y determi-
né sus funciones y dependencias, no le atribuyé funciones legales al ente
de inspeccién para que ejerciera control y vigilancia sobre%a actividad
constructora, descartandose la competencia legal de la SIC, es decir, la
competencia que tiene la SIC es sobre la relacién de consumo que se da
entre el usuario y las constructoras Gnicamente cuando no exista autoridad especial
autorizada, pero en la ley no se le da atribucién directa para ejercer el control y vigilancia.

Lla competencia de inspeccién, control y vigilancia en materia de construccién de cualquier clase
de inmueble para vivienda, quedo asignada a las alcaldias municipales en todo el pais, segun lo
dispuesto en la Ley 388 de 1997, Ley 810 de 2003 y Decreto 1052 de 1998. Por lo que dichos
entes cuentan con la potestad de imponer sanciones administrativas por el incumplimiento en las
condiciones de calidad e idoneidad, frente a los defectos y fallas en las estructuras de los inmuebles
destinados a vivienda.

Respecto a la garantia de los bienes inmuebles, la Ley le otorgé a la SIC la potestad de ordenar la
efectividad de%a misma para bienes y servicios. Por lo tanto, el consumidor inconforme con el bien
inmueble que adquirié, podra escoger entre acudir a los jueces competentes o la Superintendencia
de Industria y Comercio para hacer efectiva la garantia a la que tiene derecho, segun lo estipulado
en la Ley 1480 de 2011 y el Decreto 735 de 2013.

El Estatuto del Consumidor indicé que la garantia legal es la obligacién que estd a cargo de todo

roductor y/o proveedor de responder por la coligad, idoneidad, seguridad, el buen estado y
Emcionamiento de los productos, por lo que el consumidor en caso de no encontrar los anteriores
requisitos satisfechos, podra acudir directamente ante el proveedor o distribuidor o ante el produc
tor del bien para solicitar la efectividad de la garantia correspondiente.

De esta manera, el término de garantia |ecgJo| para los bienes inmuebles que se contempla en el

articulo 11 del Estatuto del Consumidor es de 10 afios para la estabilidad de la obra y de un afio
para los acabados.

Por su parte, la SIC determiné cuél es la informacién que se debe otorgar en materia de bienes
inmuebles, especificando que ésta debe ser clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, com-
prensible, precisa e idénea y se debe presentar en castellano. En cuanto al dreq, fij6 que se debe
informar eFdreo privada construida, en la etapa de preventas, en la sala de ventas, por medio de
brochures o plegables, sin que esto quiera decir que sean los Gnicos medios autorizados; dicha
informacién también puede incluir otras areas del proyecto. Asi mismo, se deberd informar que los
datos expuestos podrén modificarse cuando sea ordenado por la curaduria o la alcaldia compe-
tente en EJ expecficién de la licencia de construccion.

De ofro lado, el Estatuto del Consumidor, faculté a los alcaldes municipales con las mismas compe-
tencias de la SIC en materia de control y vigilancia en relacién con la informacién que se otorgue
de los proyectos de construccién, permi’rién30|es imponer multas de hasta 100 SMMLV en caso de
incumplimiento por parte de las constructoras.

Por Gltimo, la Superintendencia explicé que la competencia en materia de pélizas o cualquier cir-
cunstancia relacionada con la actividad aseguradora, corresponde a la Superintendencia Financie-
ra de Colombia, por mandato legal.
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Ministerio de Trabajo emitié concepto sobre el marco nor-
mativo de las cesantias para adquisiciéon de vivienda. Con-
cepto 148499 de 2013. Ministerio de Trabajo.

El Ministerio de Trabajo explicé la figura del pago anticipado del auxilio de cesan-
tias, indicando que el articulo 256 del Cédigo Sustantivo del Trabajo, subrogado por el articulo
18 del Decreto Ley 2351 de 1965, estipulé que los trabajadores individualmente pueden exigir
el pago parcial del auxilio de las cesantias para la adquisicién, construccién, mejora o liberacién
de bienes raices destinados a vivienda, siempre que dicho pago no se realice por un valor mayor
del requerido para dichos efectos. De igual manera se establecié que el empleador puede hacer
préstamos a los trabajadores sobre el auxilio de cesantias para dichos fines.

Una vez se presente la solicitud de pago

arcial de cesantias al empleador con el
ﬁeno de requisitos legales, éste o el fondo
privado debera cprogbor y pagar el valor
solicitado dentro de un término méximo
de 5 dias hdbiles. Si vencido dicho plazo
no se ha realizado el pago, el trabajador
podra solicitar la intervencién del Ministe-
rio de Trabajo para que les ordene reali-
zar el pago correspondiente so pena de
que incurran en muﬁa.

El Ministerio de Trabajo también indicé
que cuando se hace alusién a vivienda,
se hace referencia a la casa de habita-
cion. En los términos de la Real Academia
Espafiola, vivienda es el lugar cerrado y
cuEierfo construido para ser habitado por
personas, por ende el domicilio y éste se definié en el Cédigo Civil como la residencia acompafa-
da real o presuntivamente del dnimo de permanecer en ella.

Foto: www.actualicese.com

También se resalté que con la expedicién de la Ley 1429 de 2010, se simplificé el tramite para la
solicitud de las cesantias parciales, toda vez 3ue ya no se requiere de la autorizacién por parte del
Ministerio de la Proteccién Social hoy en dia de Trabajo, solo se requerira presentar la solicitud con

el lleno de requisitos legales al empleador o fondo de cesantias para que lo paguen y aprueben
en un término de 5 dias hdbiles.

La Comisién de Regulaciéon de Agua Potable y Saneamiento Béasico conceptué so-
bre la instalacién de tanques de reserva de agua en viviendas de Interés Social.
Concepto 20132110061251 de 2013. Comisién de Regulacién de Agua Potable y Saneamiento

Basico.

La entidad se pronuncié respecto de una inquietud consistente en la existencia de alguna norma
que exima a las constructoras de viviendas de interés social de instalar tanques de reserva de agua
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potable en viviendas de 3 pisos. En primera medida, la CRA advirtié
que dicha clase de solicituoﬁas deben presentarse ante el Ministerio de
Vivienda, Ciudad y Territorio, por ser la entidad que brinda asistencia
técnica en lo referente a proyectos de vivienda de interés social urbano.

Pero de manera informativa, explicé que el Decreto 302 de 2000, reglamentario de
la Ley 142 de 1994, en materia de servicios publicos domiciliarios de acueducto y alcantarillado,
dispuso entre otros requisitos, que los inmuebles deberén contar con un tanque de almacenamiento
cuando la entidad prestadora de servicios publicos lo justifique por condiciones técnicas locales y
que traténdose de edificaciones con mas de 3 pisos, deberan contar con los sistemas necesarios
para permitir la eficiente utilizacion de los servicios, entendiéndose como sistemas de almacena-
miento y bombeo para garantizar la presiéon minima de servicio en los pisos mas altos.

De igual manera, en el Reglamento Técnico para el sector del Agua Potable y Saneamiento —RAS,
se indicé que se prohibe la instalacién de bombeos directos desge la red publica, por lo que siem-
pre serd obligatorio contar con un tanque de succién. La Norma Técnica Colombiana NTC 1500,
establecié que toda edificacion debe disponer de tanques de reserva de agua potable, la CRA
advierte que pese a que dicha norma no es obligatoria, si cuenta con todos ?os requisitos para el
buen funcionamiento de los sistemas de abastecimiento.

Consejo de Estado se pronuncié sobre los requisitos para la declaratoria de cadu-
cidad en un contrato de obra. Sentencia 20618 de 2013. Consejo de Estado.

Los hechos que dieron lugar al estudio de la Sala del Consejo de Estado, consistieron en que a
finales del afo 1996, una corporacién publica adelanté un proceso licitatorio para contratar las
obras de construccién del proyecto especial de vivienda de interés social para invidentes en Bogotd,
el cual fue adjudicado al proponente, que en este caso es el demandante. Las obras que se dgbian
adelantar segun el pliego de condiciones, consistian en demolicién de muros, pisos, retiro de cubier-
tas, desmonte de puertas y ventanas y demds pertinentes para la construccién del proyecto de VIS.

En virtud de lo anterior, se suscribié un
contrato de obra entre demandante y de-
mandado con un plazo de seis meses para
la construccién del proyecto en mencién.
Lla corporacién demandada, suscribié un
contrato con un particular para demoler
una casa ubicada en donde se pretendia
adelantar el proyecto de vivienda que de-
bia ser realizado en un plazo méaximo de
20 dias habiles, pese a que en el contrato
de obra entre demandante y demandado
estaba contemplada dicha actividad.

Posteriormente el contratista se negé a fir-
mar el proyecto de acta 2 del contrato de
obra, r)or el incumplimiento de los términos

estipulados en el acto juridico principal y Foto: www.gestioncompartida.com
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afirmé que cualquier modificacién, debia adelantarse de forma bilate-

ral y no unilateral como en realidad sucedié. El contratista demandante

inici6 las obras los primeros dias de 1997, pero con algunos dias de

posterioridad se dieron dos derrumbes de los muros occidental y oriental

de la casona donde se adelantaban los trabajos. La corporacién al tener

conocimiento de la calamidad solicité reunién extraordinaria con el contratista para

que explicara por qué habia sucedié el siniestro. El contratista expuso que él habia informado del

mal estado de los muros y que dicha responsabilidad correspondia al anterior contratista, que fue

contratado a Gltimo momento por la corporacién y que en ningin momento se preocupo por fomar

las medias de precaucién preventivas correspondientes, pero la corporacién expuso que dicha obra
fue recibida a satisfaccién por el interventor de la obra.

El contrato fue suspendido por un periodo indefinido, en el entendido que el derrumbe afectaba la
estructura y estabilidad de la obra. Posteriormente se declaré la caducidad del contrato y ordenéd
hacer efectiva la garantia Gnica de cumplimiento, toda vez que el contratista no continué con la eje-
cucién de la obra, en virtud que la corporacién no accedié a la solicitud del reajuste del equilibrio
econémico del contrato.

El contratista solicité la nulidad de la Resolucion que declaré la caducidad del contrato de obra y
la respectiva indemnizacién de perjuicios morales y materiales, causados por la declaratoria ante-
riormente expuesta. La corporacién en la contestacion de la demanda se opuso a las pretensiones
afirmando que en primera medida los diferendos que se presentarén debian presentarse ante un
tribunal de arbitramento, también argumenté que el contratista fue el que dio lugar a la caducidad
del contrato por los incumplimientos que se presentaron en la obra y la falta de interés patrimonial
por inexistencia del dafio, toda vez que la cuantia de la demanda Kje caprichosa y sin sustento.

De igual manera afirmé la corporacién que en el pliego de condiciones quedo consignado que
el contratista se haria responsable de cualquier dafio a terceros o de cancelar las indemnizacio-
nes a que hubiere lugar por la demolicién, que la obra de demolicién fue recibida a satisfaccion
con 26 dias de antelacién al dia del derrumbe y que el contratista inicié obras sin hacer relacién
a la mala calidad de la obra anterior. El
demandante se opuso a las excepciones
resentadas, toda vez que no se pacté tri-
Eunol de arbitramento y que la cuantia no
fue caprichosa, ya que comprende los da-
fos por la inhabilidad impuesta en virtud

de la declaratoria de caducidad.

El Tribunal de primera instancia declaré
las excepciones como no probadas, ya
que no encontré sustento alguno en ningu-
na. Frente a los cargos propuestos por el
demandante, determiné que no se presen-
t6 violacién al debido proceso, toda vez
que la suspensién del proceso obedecié
a establecer las causas del colapso y sus
responsables, para que el contratista re-
solviera los problemas causados sin que
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este adelantara ninguna actividad para mitigar los dafios que se esta-
ban presentando.

El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, expuso que la corporacién

actué ajustado a derecho toda vez que su conducta estuvo dirigida a buscar

el cumplimiento de los fines de la contratacién ante la actitud renuente del contratis-

ta, por lo que la decision del Tribunal consistié en declarar no probadas las excepciones y denegéd
las pretensiones de la demanda.

El demandante apelé la decisién argumentando que si se presenté violacién al debido proceso,
que consistié en que la sancién fue impuesta sin citacién o audiencia alguna y que se dio falsa
motivacién por parte del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, ya que al proferir el fallo se
aparté de las pruebas aportadas al proceso. La corporacién como demandada apelé la decision
argumentando que el demandante fue el que incurrié en culpa por la inejecucién del contrato, por
lo cual él era el obligado a la indemnizacién de perjuicios, ademés de que abandoné la obra sin
realizar las tareas que tenia a su cargo.

La Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de Estado, consideré en primera medida el
caudal probatorio del proceso, posteriormente se centré en el estudio de la figura de la caducidad
conso?roda en el articulo 18 de la Ley 80 de 1993, con sus respectivas consecuencias juridicas,
como lo son la pérdida del derecho a la indemnizacién por terminacién del contrato y la inhabilidad
para participar en licitaciones.

La Sala expone que para la declaracién de la caducidad, esta se debe presentar en vigencia del
objeto confrocfucj y del plazo de ejecucién del contrato, una vez terminado el contrato la adminis-
tracién pierde dicha potestad y el incumplimiento Gnicamente podré ser decretado por el juez del
contrato. Para la declaratoria de caducidad se debe presentar un incumplimiento contractual con las
caracteristicas exigidas en la ley, por lo que la potestad exorbitante de la administracién Gnicamente
puede ser ejercida dentro de los términos y condiciones legales, una vez decretada la caducidad se
da la terminacién y liquidacién del contrato.

Respecto a la violacién del debido proceso, la Sala expuso que para adoptar la decisién de ca-
ducidad administrativa del contrato, la corporacién se J?ebié cefiir a lo dispuesto en el articulo 35
del Cédigo Contencioso Administrativo, permitiendo al contratista conocer del proceso adelantado,
responder a las peticiones formuladas y respetar el derecho a ser oido.

La Sala encontré en el proceso, que la Resolucién que decreté la caducidad fue expedida sin haber
decretado la prueba del informe técnico y sin haber dado acceso previo al contratista para que pu-
diera controvertir la decisién. De igual manera se evidencié por el ente juzgador, que el contratista
informé a la entidad contratante las actividades que realizé con ocasién del derrumbe, con las indi-
caciones de la interventoria y solicité informacién sobre la forma en que se habia realizado la de-
molicién antecedente, peticion que no fue puesta en consideracién por parte de la administracién.

Resulté importante en el andlisis de la Sala, que la corporacién demandada, en ningin momento
elaboré un expediente que pudiera consultar el contratista o su apoderado, impidiendo la incor-
poracién de pruebas o documentos por parte del contratista en la etapa previa a la declaratoria
de caducidad del contrato. También encontré la Sala que por las constantes contradicciones entre
el interventor designado y la corporacién, el contratista se encontré con informacién contradictoria
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sobre las actividades que se le exigian, ya que en un primer momento se
le pidi6 ejecutar las recomendaciones del interventor cﬁa no continuar con
lo obra hasta no contar con el estudio o peritaje sobre el estado de los
muros y posteriormente la corporacién le obligé a continuar con la obra,
cuestiones contradictorias y contraproducentes, ya que se requeria de los
informes técnicos de estudio de suelo para adelantar de una manera adecuada las
obras de mitigacién.

En virtud de lo anterior la Sala encontré que la declaratoria de caducidad del contrato fue ilegal,
por lo que no solo se deben proteger los derechos del contratista sino que también le asisten iguales
derechos al debido proceso, a la aseguradora garante y también deben ser protegidos, ya que la
corporacién no le dio ninguna oportunidad a la aseguradora para participar en el tramite previo a
la cﬁadorc’rorio. La decisién del Consejo de Estado, consistié en revocar la sentencia apelada, expe-
dida por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca y en su lugar acceder a las pretensiones de la
demanda, declarando la nulidad de la Resolucién por medio de la cual se decreto la caducidad del
contrato de obra y condenar a la entidad a la incﬁamnizocién de los perjuicios materiales, sin con-
denar sobre los perjuicios morales, toda vez que no se pudieron demostrar por parte del contratista.

» SABIAS QUE...

Ministerio de Vivienda no ha abierto convocatorias para la poblacién en situacién
de desplazamiento. Comunicado 05 de noviembre de 2013. Ministerio de Vivienda, Ciudad
y Territorio. El pasado 5 de noviembre el Ministerio de Vivienda informé que no se ha abierto con-
vocatoria especial en ninguna zona del pais para atender a la poblacién desplazada. La anterior
afirmacién se dio para oc?oror lo sucedido en la ciudad de Cali, Valle, donde un grupo de despla-
zados se tomé las instalaciones de Comfandi argumentando que el Ministerio de Vivienda a través
de Fonvivienda habia abierto una convocatoria para acceder a los subsidios dirigidos a la pobla-
cién vulnerable. El Director de Fonvivienda, Jorge Alexander Vargas precisé que cuando se fijen
las nuevas fechas para que pueda postularse la poblacién desplazada, el Ministerio de Vivienda y
Fonvivienda lo informaran dentro de los plazos establecidos por la ley.

Se realizé sorteo del Programa de Vivienda Gratuita para familias vulnerables
en Simijaca. Comunicado 7 de noviembre de 2013. Ministerio de Vivienda, Ciudad Y Territorio.
Cientos de personas se reunieron en Simijaca, Cundinamarca para participar y presenciar el sorteo
publico que favorecié a 128 familias en condicién de extrema pobreza, que son parte de las 100
mil viviendas anunciadas por el Gobierno Nacional. El Viceministro Técnico de Hacienda, Andrés
Restrepo Montoya, quien asistié en representacion del Gobierno Nacional afirmé que transcurrido
un afio de haber colocado la primera piedra ya se hacen estas entregas, hablé sobre la celeridad y
cumplimiento con la que avanza este programa. Agregé que en las obras, se construyen viviendas
cor(ljun area de 42 metros cuadrados y contaran con més de cinco mil metros cuadrados de zonas
verdes.

El Presidente Juan Manuel Santos pidié redoblar esfuerzos en la entrega de vi-
viendas. Comunicado 7 de noviembre de 2013. Presidencia de Republica. El Presidente Juan
Manuel Santos exigié que se dupliquen los esfuerzos para que los colombianos tengan un mayor
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acceso a vivienda, indicé que el logro de la paz permitird que cada
colombiano equitativamente pueda tener casa, haciendo un pais més
justo, con mas oportunidades.

Procuraduria General de la Nacién indicé que alcaldes y goberna-
dores no podran celebrar convenios interadministrativos para adquisicion de vi-
viendas durante la Ley de Garantias. Comunicado 5341 de 2013. Procuraduria General
de la Nacién. Explica la Procuraduria que dicha prohibicién no se debe entender como trabas al
Programa de Vivienda Gratuita del Gobierno Nacional sino que es resultado del cumplimiento de la
Ley 996 de 2005, para evitar précticas clientelistas que rompan el equilibrio democratico en época
preelectoral y que con la vigilancia de la Procuraduria, no se burle la ley de garantias electorales.
De igual forma, “estd prohibida la inauguracién de obras publicas, es decir, ningin gobernante
podré hacer la entrega de viviendas, ni efectuar los sorteos para la entrega de subsidios o realizar
las convocatorias de los proyectos que se ejecutan en el marco del programa de vivienda gratuita,
realizando actos inaugurales que puedan confundirse con actividades de tipo proselitista o cliente-
lista, ya que con ello se puede viciar la voluntad del elector”, afirmé la procuradora delegada para
la Sala Disciplinaria, y presidenta de la Comisién de Asuntos Electorales de la Procuraduria General
de la Nacién, Maria Eugenia Carrefio Gémez.

Regalias benefician a 240 familias con casa propia en Caldas. Comunicado 08 de
noviembre. Departamento Nacional de Planeacién. El Organo Colegiado de Administracién y De-
cisién -OCAD aprobé una inversién de 600 millones de pesos de recursos de regalias, para 240
familias de Samand, Caldas, que tendran el beneficio de casa propia. De igual manera se aproba-
ron 21 proyectos por $7.576 millones, llegando Caldas a una aprobacién del 94 por ciento de los
recursos asignados.




